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RAMA JruDlclAL DEL PODER PÚBI,IC0
JuZGAI]O DIECISEIS CrvIL DEL clRCUITO
Carrera 44 No.  38-12 Edif.  Banco Popular Piso 4.

cctol6ba@ccndoj.ramajudicial.gov.co.
BARRANQUILI,A - ATLÁNTICO.

JUZGADO  DIECISEIS  CIVIL DEL CIRCUITO

dos mil veintidós (2022).

BaiTanquilla julio  doce  (12)  de

REFERENCIA: TUTELA (SEGUNDA INSTANCIA)

RADICACIÓN:  08573-40-89-001 -2022-00314-01

DEMANDANTE:  GRUPO ANDINO ,MARIN VALENCIA CONSTRUCCIONES

S.A.S EN REORGANIZACIÓN EMPRESARIAL -EN ADELANTE GRAMA

CONSTRUCCIONES-

DEMANDADO: ALCALDÍA DE PUERTO  COLOMBIA-ATLÁNTICO

ASUNTO

Se  decide  la impugnación  interpuesta por la parte  actora frente  a la

sentencia proferida el día 3  de junio  de  2022,  mediante la cual el LJuzgado

Homiscuo  Municipal  de  Puerto  Colombia  declaró  improcedente  el  arnparo

tutelar       promovido       por       GRUPO       ANDINO       MARIN       VALENCIA

CONSTRUCCIONES   S.A.S   EN   REORGANIZACIÓN   EMPRESARIAL   -EN

ADELANTE  GRAMA  CONSTRUCCIONES-,  en  contra de  la ALCALDÍA  DE

PUERTO  COLOMBIA-ATLÁNTICO.

ANTECEDENTES

1.-  El  gestor,  se  arropa  en  la  acción  de  tutela  para  suplicar  la

protección  constitucional  de  los  derechos  fundamentales  a  la  buena  fe,
confianza  legítima  y  actos  propios,   presuntamente  vulnerados  por  la

ALCALDÍA DE PUERTO  COLOMBIA.

2.-Arguyó, como sustento de su reclamo, en síntesis,1o siguiente:

2.1.-        Refiere,        1a       promotora       que        w/Zc¿       eri€z.cZczcZ/       GRAJ14A

CONSTRUCCIONES      S.A.      EN     REORGANIZACIÓN      sotict±ó      cm±e      l,a

Superin±endencia   de   Socied,ades   autorizaci.Ón   para   Zl.euar   a   cabo   la



operaciórL   de  fimanciación   of.recida  por   el   BANCO   BBVA   [...]   para   l,cL

terrri]Lacj,ÓrL de Zos prog,c.>c±os i,nmobjli,cLrios HORIZONTES VIljLA CAMPESTRB

y   ACLrARELA    V+LLA    CAJ\4FEsrRE»,    habiéndose    convocado    para    la

audiencia   por   parte   de   la   Superintendencia   de   Sociedades,   para

providenciar sobre esa solicitud.

2.2.-ALca;ec;i:endo que ((en a,udiencia dez  17 de septiembre de 2021  la

Superi;±endencia de Socj,edades c[u±orizo el rtueuo ftncmcicmiert±o por parie

del Bcmco BBVA com,o consta en ac±a de cmd,i;enáa 2021-01-594923 del 5

de  octubre  de  2021»,  exporríéridose  que  «GRAMA CONSTRUCCIONES  S.A.

EN   REORGANIZACIÓN   deperLde   exclusivcmenle   de  l.a  ft:m:nciaciórL  d,ez

BANCO  BBVA  S.A.,  ptxra  la  reacli.uac+ón  g  terrri:nación  áe  Los  progec±os

inmobil:iarios   HORIZONTES   VILLA   CAMPESTRE   Y   ACUARBLA   cm±e   l,a

ALCALDÍA DE PUERTO COLOMBLA»

2.3.-Por  otro L&do, la actora narra que  «[e]l pasaclo  10 cze cticiembre

d.e      2 021       l,a      sociedad      GRAMA      CONSTRUCCIONES       S.A.       EN

REORGANIZACIÓN preserL±ó soticifii,d de prórroga de reual;i,daciórL de hcencia

urbana    de    con,strucciórL    d,e    1,os    proyec±os    de    HORIZONTES    VILLA

CAMPBSTRE  Y  ACUARELA  cm±e  Za  ALCALDÍA  DE  PUERTO  COLOMBLA)i,

sucedíeT+do   q"e   i(el   17   de   ertero   de   2022   1.a  ALCALDÍA   DE   PUERTO

COLOMBIA resporLde que de conform:idad, corL el ariículo  11  d,e l,a Ley  1755

de 2015 a dar trasl,ado a l,a oficina de plarLeación distri±az de Barranquíua
debido  a que  de  acuerdo con Za infiormación ca±astral l,a ubi.caciórL de l.os

progec±os     HORIZONTBS     VILLA     CAMPESTRE     Y     ACUARELA     VILLA
CAMPESTRE  estos  predios   hog   se   enc;uert±rci:n  ubj,cados   erL  el   Dístri±o

Especial, IndListriaz g Poriuario de Barrcmquílza».

2.4.-  Seguidamente,  el censor memora que  Ííe¿ 2¢ cze 77tcirzo cze 2022

se preserúó tiJ,tel,a en cc)rt±ra de 1,as Alcaldías d,e BARRANQUILLA Y PUERTO

COLOMBIA sol;j,ci±ando  que  se  cLmpare  ez d,erecho fiJ,rLdcmerúal de peticiórL

debido   a   que   [dertunciaba]   que   iLo   se   han   promirLciado   de   fondo)},

desembocando  en  qu€  la ALCALDÍA  DE  BARRANQUILLA  respondiese  la

petición   con  la  puntualización   que   las  licencias  urbanísticas  fueron
expedidas por la ALCALDÍA DE PUERTO COLOMBIA sin competencia, por



encontrarse  esas  zonas  situadas  en  BARRANQUILLA,  pero  no  pueden

expedir revalidaciones  de  licencias  urbanísticas  expedidas  por  otro  ente

territorial.

2.5.-  Seguidamente,  1a  accionante  se  duele  que  la  ALCALDÍA  DE

PUERTO COLOMBIA no ha atendido ni contestado sus peticiones, sumado

a. que seíiala. que ha. ±ncurrido en «urLa derru)ra injustif icada en la expediciórL

de l.as reualidaciones d,e Zas ticeni=ias d,e constnJ,cción fto que en su serttir]

ímposíbílií,a la recupera,ción de l,a em,presa GRAMA CONSTRUCCIONES S.A.

EN REORGANIZACIÓN g  ez cum:pli:miert±o de la eri.±rega de l,os i:rmuebl,e d,e

ochocierúas seser[±a (860) fa:rihas que suscribierorL Za oferia de compra con

la  concursadcv),  puntualízarLdo   que   ttez  otorgarrriert±o  de  Za  prórroga  es

ind,isperLsabze para el d,esarroll.o de l,os proyec±os i,nmobi,harios HORIZONTES

VILljA  CAMPESTRE  Y  ACUARELA  VILLA  CAMPBSTRE»,   dice   que  tiene

derechos  adquiridos  para  el  otorgamiento  de  dicha  revalidación  de  la

licencia   urbanística   y   el   desarrollo    de   los   proyectos   inmobiliarios

HORIZONTES VILLA CAMPESTRE Y ACUARELA VILLA CAMPESTRE.

2.6.-Tras  apuntar ello,  1a auspiciadora recalca que  Í/ez mu7i¿ctí7z.o cze

PUERTO COLOMBIA rrLed,Ícmle Resoluci.órL N° 344 del, 4 d,e ocÍ:ubre d,e 2016

g  Resolucj,Ón N°  066  del  11  d,e  mcLrzo  áe  2015  se  otorgaron derech.os  de
const:ni,cción  a  Za  socj.edad  para  d,esarro{lcLr  los  progec±os  in:mobi,lj,ci,ri,os

HORIZONTBS  VILLA  CAMPESTRE  Y  ACUARBLA  VILLA  CAMPESTRE  en

terri,±orios que perten,ecerL al lnstri±o de Bcm.cLnqu{lzai].

2.7.-En esa senda,1a tutelante recrimina que  wZcz 7iegcztíz/ci cz oforgc¿r

l.a  revahdación  d,e  Za  l,j,ceri,cia  urbarústica  del  Urbatrismo  Generaz  de  l,a

Ci,udad, del Mar Fase 11 g  de 1,a l,i,cerLcia urba,nística de constru,cáón de Zos

progec±os   HORIZONTES   DE   VILLA   CAMPESTRE   Y   ACUARELA   VILLA
CAMPESTRE por pcLrie del "uricipio d,e Puerto Col.ombia como del Distrtio

d,e BarrcLnquilla afec±a a och.ociert±os seseri.±a (860) famílias que adqririeron

uiui,eri,das erL cimbos proyestos, l,o cual i)ul:nera su derech;o funda:men±al a Za

z;Íu¿e7iczci   czt.g7iciM,    afirmando    que    en    su   juicio    esos   hechos    podrian

ever.+uali:nente ±ncurrlr en «responsabítidad al estaczo,  que pa,ra este caso

es l,a ALCALDÍA DE PUERTO COLOMBIA de füar las cori,di,ci,on.es necesarias



para hacer ef iectivo el derechio, l,o que sigrif tca, otorgar l.a reualid.aci;ón de Zas
lj,cencias de cori.st:n),ccj,ó"i.

2.8.-   Pese  a  lo  de  marras,   1a  actora  denuncia  que   w#cz /ciztci  cze

expedición  de  l.a  prórroga  de  reuali.daci,órL  de  l,a  l,i,cerLci,a  urbaristi,ca  dez

urbcmismo general de l,a ctudad, del Mci,r FCLse 11 g áe la hcencia urbaristica

de   construccj,ón,   d,e   1,os   progec±os   HORLZONTES   VE:LA   CAMPBSTRE   Y

ACUARELA  VILLA  CAMPESTRE  ha  paralizad,o  l,os  desembol,sos  d.e  Zos

recursos    rLecesarios    pci,ra    desci,rrol,1o    y    ejecuciórL    d,e    l,os    progec±os

irmobiliarios,    erL    su    rnorrLeri,±o    GRAMA    CONSTRUCCIONES    S.A.    EN

REORGANIZACIÓN se dirigió de buerLa fe cualificada exerúa de culpa a l,a

autori,dad. que se presLirria competerúe l,a solicifii,d de o±orgam:ien±o áe Zas

Zt.ce7ic¿czs   cze   co7istrL¿ccÍÓ7iM,   relacionándose   varios   actos   administrativos

expedidos por la ALCALDIA DE PUERTO  COLOMBIA,  que  en compendió,

otorgaron  a  favor  de  ]a  accionante  las  licencias  de  construcción  de  los

proyectos   de   HORIZC)NTES   VILLA   CAMPESTRE   Y   ACUARELA   VILLA

CAMPESTRE.

2.9.-      Añade   a   lo   anterior   que   tízcz   rezm¿ZcZczcÍÓ7i   c{e   Za   Zíce7ict.c¿   c!e

cori,st:ruccj,ón de HORIZONTES VILLA CAMPBSTRB med,icmje Resol,uciórL N°

082   dez   13   de   marzo   de   2019   GRAMA   CONSTRUCCIONES   S.A.   EN

REORGANIZACIÓN rLo puede esperar l,a modificación dez ac±o ci,d;ri"istrativo

por  parte   d,e  PUERTO  COLOMBIA  rti  tampoco   esperci,r  un  proceso   d,e
rei)occtioria d,j,rec±a de l,cLs hcerLci,as urbarilsticas o demcmda de l,esivid,ad por

uulnerar l,a leg al h,aberse e}cpedido si,n com:petencia, por ci,mbos trá;mi±es son

demasiado     derrLorado     l,o     que     {1evaria     a     l,a     sociedad     GRAMA

CONSTRUCCIONES S.A. BN REORGANIZACIÓN a tiquidación judjcial».

2.10.-  En  otra  secuencia,  1a  censora  asevera que  úíez c!czño  e7i e¿ que

i:ncurriria  ez  MUNICIPIO  DE  PUBRTO  COLOMBIA  en  corúra  d,e  GRAMA

CONSTRUCCIONES    S.A.    EN    REORGANIZACIÓN   ua   en   corúra   d,e   l,o

est:abl.ecíd,o  erL lcL Ley  1116  de  2006  que ti,erLe por obje±o  l,a protecciórL del

créd:íto  g  1,a recmperaáón u  conseruación  de l,a em:presa  como urridcLd  de

expzot:acíón  económ:ic;cL  g  fiJ,e"±e  generadora  de  em:pzeo,  a  trcwés  de  l.os

procesos de reorgcmiza,ciórL g de tiquidación jud,icial, siempre bajo ez cri±eri,o
de agregaciórL de ualorii.



2.11.-Finalmente,  la promotora trae  a colación  que  íí. . .L¿7tc¿ ez;e7iíL¿czZ

hqridación judicial afiec±a l.a mcLsa d,e acreedores g a que para a±ender dichas
obügaciones Za fiJen±e de pago de Zos acfiuos que Zas socj,edades tenga hasta

ez  momerúo;  aurLad,o  a  lo  an:±eri,or  es  i:rn;percm±e  que  se  l:leue  con  éxi:±o  ez

proceso de reorgarizaciórL ya que l.a uiabüidad cle Za sociedad en conc:i),rso

garccriiza  estabili,dad  en  el  sec±or  irL:mobil:i,ario  y  respazda  ez  corrLpromiso
adquirido con los acreedores)).

3.-Pidió,  conforme lo relatado, que se le amparen sus derechos a la

buena fe,  confianza legítima y actos propios;  en consecuencia se worcze7" cz

l.a  ALCALDIA  DE  PUERTO  COLOMBIA  Za  expedición  d,e  l,a  prórroga  áe

revatid,ación d.e Za lj,cencj,a urbcmísti,ca dez urbcmisrTLo gerLeral de 1,a Ci:udad

d,ez Mar Fase 11 y de l.a l,j.cerLci,a urbcmísti.ca de construcci;ón de los progec±os

HORIZONTES DE VILLA CAMPESTRE Y ACUARBLA VILLA CAMPESTREi>.

4.-  Mediante  proveído  de  12  de  mayo  de  2022,  el  cz gzÁo  admitió  la

solicitud    de    protección    y    vinculo    a    las    SUPERITENDENCIA    DE

SOCIEDADES,  BANCO BBVA, ALCALDÍA DISTRITAL DE BARRANQUILLA

Y LA SECRETARIA DISTRITAL DE PLANEACIÓN DE BARRANQUILLA.

5.-Mediante auto del 25 de mayo de 2022 vinculó a la CAMARA DE

COMERCIO  DE BUCARAMANGA y prorrogo  el término para providencias

por   cuatro   días,   y   el   3   de  junio   de   2022   declaró   improcedente   la
salvaguarda suplicada,  inconforme  con esa determinación la promotora,
impugnó el fállo tutelar.

LAS RESPUESTAS  DE LOS ACCIONADOS Y DE LOS VINCULADOS

1.-La  SUPERINTENDENCIA  DE  SOCIEDADES  alega  como  medio

defensivo  la  fálta  de  legitimación  en  la  causa  por  pasiva,  pidiendo  la

declaratoria de improcedente del amparo, sustentando sus alegaciones con

el  argu:meri+o  de  ((...quierL sea  acciorLado,  incl:uso  erL un trám:tie  de tutela,

debe    ser   ez   obligado    a   resporLder   por   Za   uulrLeraci;órL   dez   d,erechi3

presurúamert±e   concu,lcado,   Zo   cmal   rLo   suced,e   en   ez   presert±e   caso)},
exp+ícando que « . . .la acci;órL de tutel,a de l,a refiererLcia fiJ.e promwida única y

excl:usiucmert±e en cortira de l,a AZcaldla Muricipal de Pu,erio ColorrLbi,a por



cLpcLren±es    acci;ones    -iJ,    orrrisi,orLes    d,espzegadas    por    di;cha    E7úidadj),

explayándose  en esos  escolios,  es  que recalca que  íí/e/Z /z/ez Co7tc"rsczz 7io

puede resporLder por l,as pretenstorLes de l,a accj.órL de tLL±el,a, tod,a uez qiJ,e,
en su cali,dad, d,e Juez dez proceso de i;nsol,uencj,a y en obseri)cmcia dez m,arco

norrnctiiuo  que regula ez proceso,  tierLe facul±cLd,es l,j,mj,±ad,cLs  de"±ro  d,e l,as

cuazes rLo se erLcuentrcm l,as actuaciones pretendidas» y «...no ha realizado

accriórL u oririsiórL azguna que pueda consti±ui,r urLa uul,neraci,ón áe derechos

fu,rLd.a:mer[±ales toda uez que como se expticó cm±eriormerúe ac*úa coTn,o juez
dez  corLcurso  derL±ro  áel proc:eso  de  ReorgarizacíórL  de  l,a  socj,edad  Grupo

ArLdino Marin Val,encia CorLstn),cci,orLes S.A. )).

2.-  La ALCALDIA DE  BARRANQUILLA invoca cómo  defensa la fálta

de legitimación en la causa por pasiva, edificada en la afirmación que wWcz

Secretaria Di.stri±al de Pl.aneci,ci.ón rLo ha i)ulnerado derech,os fiJ,ndcmerL±ales

d,e Za acciorLan±e ri se hcL separado de Zos prirLcipios i,nuocados por esta erL

su memorial de tutel,a. A l,a Al,cal,día Distri±al de Bancmquilza fue remifida

por   ez   m:uriápio   de   Puerto   Cozom,bi.a  l,a   sol:j,ciíud   de   prórroga   de   Za
reualidación  de  una  l;icenci,a  urbartística  expedidcL  por  ez  Secret:ari;o  de

Desarro{lo  Terri,±orial  del  m;uricipio   de  Puerto   Cozombia,  por  lo  qu,e  l,a

SecTetcLria Distri±al de Pl,cmeación de Barrcmquílla resporLdió az T"irricipio de

Puerio Colom,bi,a med,iarúe ofiáo con el código de registro QUILLA-22-063203

y enuío copia del m;ismo al peticionario mediarL±e oftcio QUILLA-22-063329.
ErL este  sen,fido,  n,o pu,ede  predicarse  que  subsi,sta urLa  i)u,1rLeraci;ón a l.os

clerechos dez acciorLcmte por parte del Di,s±ri±o de Barrcmqutlla, toda uez que

se le brindó l,a ínfiormación a:m:ptia g  sufickerúe  sobre  ez  asufl±o  erL l,o  que

co"pete  al  Di,stri±o  de  Barranquílla.  El  con±erido  de  serLdos  oficios  obra

d,erúro d,ez expediert±e de l,a tutela, pues ez accj,onci;n±e Zos aportaii.

Agregando que «[l]a normafividad apticabze al predío correspond,e a Za

establ,ecj.dcL por ez Di.st,ri±o  de  BCLflanqrilla en ez Decyeto  Distri±ci,10212  de

2014-,   por   ez   cual   se   ad,optó   el   pzcm   de   ord,enam:iert±o   terri.±orial   d,e

Barrcmqrilla.  Em:pero,  ez MLmicipio  de  Pu,erto  Cozom,bia expidió l,a hcencia

urbcmística, sin tener l.a competerLcia pcLra hacerl,o. Por esta razórL, en el oficio

QUILLA-22-0632 0 se l.e sol:j,ci,±ó al MurLicipio de Pu,erio Col,orrLbia que i:nicia,ra

l,os   trámj,±es    corLducerúes    a   l.a   revoca±oria   di:rec±a   de   Zas   ticenci.as



urbctní.sticas   otorgadas   o   derrLcmda   d,e   l.esi,ui,dad»  y   resal+a   crue   ttft]os

curadores  urbanos  de  BarrcLnquilza  rLo  pueden  expedir  modificaciones,

prórrogas  o  revalj,dacj,ones  de las ticencias urbanístic:as  otorgadas por ez
secretario de d,esarrol:lo terrtiorial de HJ,erio Cozombia, dado que se tra±a d,e

una autoridad ajerLa a Za jurisdicción sobre l,a cual puede actuar el curad,or
urbcLno)).

3.- Los restantes vinculados guardaron silencio.

LA SENTENCIA IMPUGNADA

EI   Juzgado   Promiscuo   Municipal   de   Puerto   Colombia,   declaró

improcedente  el  ainparo  por  considerar  que  se  violenta  el principio  de  la
«subsid,iariedadii,   toda.  vez   que   esti:rna.   el   a   quo   que   (([c]onforme   los

linear"iert±os   de   Za  jurisprudencia   trcmscrüa,   la   acci.Ón   de   tuteza   es

improcederL±e cucmd,o existcm otros mecarrisT"os judiciales pcLra Za sol:ución

de  urL  conftc±o  juridico  dado  ez  cará,c±er  subsidiario  y  resi.dual  que  la

carac±eriza, si,rL em,bargo, excepciorLalmerúe se puede emplear paTa eui,±ar l,a

oc;u,rrencia de urL per:ju,ido i,rremedj,abl,eii.

Ampliando   esa  dialéctica  trae   a  capítulo   w/r/emembremos  gz/e  Zo

pretendido  por  la  parte   acci.oncm:±e  GRUPO  ANDINO   MARIN  VALENCIA
CONSTRUCCIONES   S.A.   EN   REORGANIZACIÓN,   ri+ed.ictri,±e   esta   acci:ón

preferert±e   g   sumaria   es   que   Za   ALCALDÍA   MUNICIPAL   DE   PUERTO
COLOMBIA, expida la prórroga de reuatidaci,ón de 1.a ticerLcia urbcmíst¿ca del

urbcmismo gerLeraz de la ci,udad dez ma,r fase 11 g de 1,a l,icerLci.a urbaristica

d,e construcciórL de l,os progec±os  h;orizoiT±es  de ui,lla cam:pestre g  acuarel,a

uilla ca"pestre».

Conc+uyendo que  tt[d]e cm±ernarLo es pertirLerL±e ind,Ícar que és±a rLo es

l,a uía juridica para  debatir  el conflic±o  de  i:n±ereses  que  plctrt±ea Za parte

acciorLarT±e,   pues   cue"±a   con   l.a   accrión   de   cu.m:ptim:ierúo   frerúe   a   la

jurisdicciórL cofl±encj.osa admi:ristrctiiua, l.a cual, erL ui,rtud de 1,o dispuesto en
el artícul.o 1 ° de Za Zeg 393 de 1997, le pen'n:üe a toda persona " . . . acudi,r an±e

la aLitoridad judicial d,efimid,a en esta Ley pcrra hacer efec;tivo el cu"pti]riert±o
de ri.orTrLCLs cLpticables corL fiJ,erza mctierial d,e Leg o Ac±os AdrTrinistrafiuos" )i y



tt[{]uego,   pretender   1,a   sol,ución   dez  liíigio   por   l,a   uía   corLstifiicional,   es

descorLocer el d,escLnol,lo jurisprud,encial en torno al carác±er subsi,diario de

l,a acciórL de ti),±ela, pues tTo aparece demostrad,o en ez proceso que exj,stcL urL

perjricrio irTemed,i,abl,e que ci,meri:±e urLa decj,si,ón inmedic[±a, que susttiiJ,g a Za
acción  ordi.naria  que  necesariame"±e   debe   adel,an±ar  para  obl:ener  l.a

protección que dice requerir)).

Y,  con fulcro en esas consideraciones de orden jurídico y /ác€¿co,  es

que  se prevale dicho  sentenciador para declarar improcedente el amparo
rogado.

LA IMPUGNACIÓN

La  presentó  el  a.ccionante  acusando  a  la  sentencia  combatida  de

indebida   valoración    del   acervo   probatorio   por   pretermisión   de   los

elementos disuasorios, en concreto se acusa al ci quo no valorar elementos

fácticos que dicen estám probados en el proceso,  entre los que destaca, 1a

omisión  que  el  GRUPO  ANDINO  MARIN  VALENCIA  CONSTRUCCIONES

S.A.,  se encuentra admitido en un proceso de reorganización empresarial

ante la Superintendencia de  Sociedades (i);  no fijarse en que las obras se

encuentra paralizadas por el conflicto territorial que tienen la ALCALDÍA

DE   BARRANQUILLA  Y   LA  ALCALDÍA   DE   PUERTO   COLOMBIA   (ii);   la

ausencia  de  licencia urbanística  que  dice  generaría  la liquidación  de  la

sociedad  por  no  poder  desarrollar  su  objeto  social  y  aíécta  el  derecho

fundamental de ochocjientos sesenta familias que suscribieron el contrato

de oferta de compra de unidades inmobiliarias.

Como  segundo  cargo  se  acusa al juzgador de primera instancia de

incurrir  en  yerros  al  no  reparar  en  que  la  solicitud  de  prórroga  de

revalidación de la licerLcia de construcción se presentó el  10 de diciembre

de 2021,1a fálta de re{spuesta de fondo de la autoridad administrativa, es

una omisión,  sumado al sub argumento asociado de tergiversación de lo

pedido  en  el  amparo,   cuando  dice  {íque  e7i  7iírLgú7t  mome7tto  se  Ze  es€á

solj,cí±cmdo  al juez  d,e tutel,a que  diri:ma este  conftic±o  de i:n±ereses  que le

corresporLde dj,recía:mert±e  cLZ m;urricipio de H),erto Cozombi,a g  al Distri±o de

Barrcmqrizza,  l,a  sotici,t]J,d  que  se  l,e  hci,ce  al  juzgado  es  que  ord,erLe  al



m;uricipio de Puerto Col,ombia l,a expedición de licen,cj,a urbcmístj,ca para ez

desci:rrol:1.o d,e Zos progec±os i,nri+obi:liari.os ACUARELA VILLA CAMPESTRE g

HORIZONTES VILLA CAMPBSTRE rri.erúras estos dj,ri:men su conftic±oii.

El tercer ataque se centra en la premisa de inadecuada valoración de

pruebas  cuarido  en  el  fállo  se  afirmó  la  inexistencia  de  un  perjuicio
irremediable,  siendo  esa  conclusión  recriminada por  el  impugnante  que

juzga sí está probado el perjuicio irremediable.

Las   restantes   censuras   abrevan   en   las   consideraciones   de   la

ausencia  de  pronunciamiento  que  se  hiciese  en  la  sentencia  sobre  la

protección a la buena fe, confianza legítima, libertad de empresa y se queja
no  haberse  aplicado  la  teoría  de  los  actos  propios  tíue7t¿re  c`o7it7~cz /czc`tum

propíum 7io7i z/czze€»,  como derivación del principio de la buena fe.

CONSIDERACI0NES

Del   breviario   del   recurso   planteado   contra   el   fállo   de   primera

instancia,  es claro  que las inconformidades descansan  sobre la decisión

desestimatoria del amparo,  la que estima incorrecta y le achacan cuatro

cargos  contra  la  providencia  edificados  en  indebida  valoración  de  las

pruebas,   en   concreto   no  valorar  elementos  fácticos   que   dicen   están

probados  en el proceso,  entre los que destaca,  1a omisión que  el GRUPO
ANDINO    MARIN    VALENCIA    CONSTRUCCIONES    S.A.,    se    encuentra

admitido    en    un    proceso    de    reorganización    empresarial    ante    la

Superintendencia   de   Sociedades   (i);   no   fijarse   en   que   las   obras   se

encuentra paralizadas por el conflicto territorial que tienen la ALCALDÍA

DE   BARRANQUILLA  Y   LA  ALCALDÍA   DE   PUERTO   COLOMBIA   (ii);   1a

ausencia de licencia urbanística que se dice en el recurso le generffia la

liquidación de la sociedad por no poder desarrollar su objeto sociaJ y afecta

el derecho fundamental de ochocientos sesenta familias que suscribieron

el contrato de oferta de compra de unidades inmobiliarias.

Seguidamente, el segundo ataque descansa sobre el presupuesto de

la  existencia  de  un  perjuicio  irremediable,  fincado  en  su  situación  de



encontrarse  en un proceso  de reorganización  empresariaJ. y su economía

pende  los  desembolsos  bancarios  para  la  realización  de  los  proyectos
inmobiliarios,  lo  que  deduce  estarian truncados por las ejecutorias de la

accionada.

Esos  dos  cargos  por  descansan  en  argumentos  comunes  serán
despachados conjunta.mente, para empezar,  es claro que el juez cz qL¿o no

ha incurrido en los errores estridentes que la censura le achaca, dado que

no  anduvo  descaminado  cuando  reparó  en  la  inexistencia  del  perjuicio

irremediable  que  habilite  al  accionante  a  superar  el  presupuesto  de  la

subsidiariedad, ya que esa conclusión descansa sobre el acervo probatorio

recopilado en el expedíente.

En efecto, es abisal que la empresa accionante se encuentra en curso

en un proceso de reorganización empresarial ante la Superintendencia de

Sociedades,   pero   no   existe   prueba   indicativa   que   la   suerte   de   la

reorganización dependa de la revalidación de la aprobación de las licencias

urbanísticas, ya que se desconoce que la insolvencia tiene su génesis en el

incumplimiento de obligaciones con la masa de acreedores, lo que denota

que la crisis de la empresa tutelante no puede atribuirse apodicticamente
a  las  actuaciones  de  [a  ALCALDÍA  DE  PUERTO  COLOMBIA,  ya  que  se

ignora que la expedición de las licencias urbanísticas se remonta para el

año  2015,1a que  fueron  prorrogadas  en  dos  ocasiones por la accionada

con las Resoluciones N° 073 del  1  de marzo de 2017 y 049 del 5 de febrero

de  2018,  aunado  que  se  le  revalidó  esa licencia por intermedio  del  acto

administrativo  N°  079  del  13  de  marzo  de  2019,1o  que  es  anterior  a la

admisión de la tutelanl:e al proceso de insolvencia, por intermedio del auto

fechado   14  de  diciembre  de  2020  emitido  por  la  Superintendencia  de

Sociedades.

En ese escenario,  el estrado avista que el clima y las demoras en la

culminación de  esa lic.encia urbanística que  se remontan a más  de  siete

años  es  atribuible  a la incuria del propio  accionante,  quien  por razones

que  se  desconocen  no  culminó  el  proceso  administrativo  para  obtener
definitivamente   la   licencia   urbanística   reclamada   en   sede   tutelar,
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desvaneciéndose   el   alegato   del   perjuicio   irremediable   fincado   en   la

imposibilidad  de  ejecutar  el  objeto  social  de  la  empresa  accionante  por

efectos  de  la  no  expedición  de  la  licencia urbanística,  por  la reveladora

razón  que  la  compañía  tutelante  ejerció  sus  actos  de  comercio  dura]ite

siete   años   independientemente   de   obtener   esa   licencia   urbanística,

sumado a que es hipotético que el no otorgamiento de la misma genere la

liquidación      forzada      de      GRAMA      CONSTRUCCIONES      S.A.      EN

REORGANIZACIÓN,  porque  se  encuentra el proceso  de insolvencia en la

etapa del trámite de las objeciones al proyecto de calificación del crédito y

graduación  de  los  derechos  al  voto  presentado  por  los  acreedores  de  la
accionante,  no  pudiéndose  fatalmente  el  advenimiento  de la liquidación,

dado   que   lo   establecido   en   la   Ley   1116   de   2006   propende   por   la

recuperación de las empresas y no  su liquidación,  pudiéndose lograr un

acuerdo de reorganización en que se paguen sus acreencias por años.  Lo

que  descarta  el  perjuicio  irremediable  alegado,  porque  el  hecho  de  la
existencia del proceso de reorganización empresarial no detona la floración

del mismo.

Tampoco  es afortunado  el alegato  del perjuicio a las familias por la

no entrega de las viviendas objeto de los proyectos HORIZONTES DE VIljLA

CAMPESTRE Y ACUARELA DE VILLA CAMPESTRE, porque es hipotético y

parte de una suposición que no está probada en autos, que esta situación
es el clima de desprotección legal a dichas familias, pero lo que echa en el

olvido  que  el  actuar  es  esos  núcleos  familiares  disponen  de  medios  de

defensa para proteger sus derechos,  1o  cual no  se endosan ni configuran

un  perjuicio  irremediable  a favor  de  la tutelante,  ya  que  los  agraviados

serían ellos y no aquella. Además, el perjuicio irremediable de estos no se

remonta   al   hecho    de   no   renovación   de    licencias,    sino    desde    el

incumplimiento contractual y que data de muchos años atrás, y que no es

propiamente imputable a la ALCALDÍA DE PUERTO COLOMBIA.

Esa circunstaiicia derriba los pilares en que descansan esos cargos,

ya que al no rebatirse la inexistencia del perjuicio irremediable,  se detona

que el amparo se torna improcedente, porque no se puede ignorar que la
presente acción constitucional es un mecanismo autónomo, subsidiario y
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sumario  con  el  que  cuentan  los  ciudadanos  para  la  protección  de  sus
intereses fundamentales que hallan sino amenazados o vulnerados por las

autoridades  constituidas  o  los particulares,  que  exige  como  requisito  de

procedencia que dentro del ordenamiento legal vigente no exista otro medio
de  defensa judicial  que  permita  el  amparo  de  la  prerrogativa  superior
infringida,  o  que  si  existe  el  mecanismo  legal  1a  solicitud  de  amparo  se

promueva para evitar un  perjuicio  irremediable,  suceso  que  permite  su

procedencia como mec.anismo transitorio.

En torno, a esa característica que estereotipa al trámite tutelar, se ha

pronunciado la Corte Constitucional, sobre todo respecto a la procedencia
subsidiaria y residual (le la acción de tutela cuando en la sentencia T-565

de 2009 expuso

<t(...) Conforme Zo ha señal,ado esta Corporación en i""rnerables

promincicmrierL±os sobre l.a ma±eria, l.a acciórL d,e tutela, en térrrinos

generales,   ri.o   puede   ser
cti±ernctij,vo adicric]nal o com

cLrci,  Za  de

utilizada   como   un   medio udicj,al
ZerrLen,±ario de l,os estcLbzecidos or l,a

ensa
reern l,c&ar  l,os

de l,os  derech,os ues  corL ella ri,o  se busca

rocesos  ordinarios  o  es eciales 77ierLos   c¿z27i

descorLocer   l.os   meccmisi'nos   dis

rocesos

ues±os   al   i,n±erior   de   estos

ara corúroverti:r Zas decj,si,orLes ue se ado

El:l.o encuerúra funda:merúo en el carác±er sLipzetiuo que el articul,o

86 Superior l,e ha asignado a l,a acciórL de tii:±ela, en vi.rtud dez cual

tal i.nst:rumert±o de de

subsi,diaria
erLsa udicial sol,o es rocederúe  de rTLCLnera

restdual cucmdo rLo exj,sta,n otros rnedj,os d,e de

cL  1,os ueSe

erLscL

ueda aaJ,áir o cuando existj,erLd,o éstos ror"Li,eva

reca,i)er l,a ocunencia d,e urL uj;cio i,rremed,iabl,e.  Di,cho de

otro modo: el recurso de amparo corLstiluci,orLal fue concebido corri,o

urLa  i,nstifii,ci,Ón  procesal  destinada  a  garan±izar  una  proteccíón

efectiua y ac*ual, pero supletori,a, de 1,os derechos fiJ,ndcmerúales . . . ».

Desde   luego,    se   percibe   que   en   atención   a   la   órbita   de   la

subsidiariedad, la acción de tutela no puede ser implementada como medio

alterno, adicional o complementario de los ya definidos por la normatividad
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legal    vigente    para    la    defensa    de    los    derechos    constitucionales

fundamentales.

Naturalmente,   es  abisal  atendiendo  el  precedente  jurisprudencial

sentado  en forma reiterada por la Corte  Constitucional,  que la presente

acción  de  tutela  instaurada  por  la  sociedad  accionante  resulta  a  todas
luces improcedente, ya que está determinado en la Ley  1437 de 2011,1os

medios gubernativos y judiciales para que la hoy actora pueda instaurar
los recursos  que fuesen procedentes y e interponer el respectivo  proceso

ordinario.  Siendo  dicha  sede jurisdiccional  1a  oportunidad  para  que  la

accionante exponga las razones en defensa, presentar y solicitar pruebas,

además   de   elevar   sus   pretensiones   en   ejercicio    de   sus   derechos

fundamentales al debido proceso y contradicción.

En efecto, esa tesis esbozada ha sido recogida en forma repetitiva por

la Corte Constitucional, habiéndose iterado en la sentencia T-957 de 2011,

en dónde se pontificó que

«(. ..) la com:peterLcia en estos asuri,±os ha si,do asígnada de marLera

exclusiua,  por  el  orderLa:m:ien±o  jurídico,   a  la  jurisdicciórL  de  Zo

con±encioso    admiristrafivo,    juez    nci:"ral    áe    este    tipo    de

procedi:m:ierúos,    cuya    estruc±ura   perm:i±e   un   a:m;plio    deba,±e

probctiorio frettie  cL  Zas  circunstancias  que  podricm i:m:pticar una
astuación de l,a adr"i:Íristraci;ón corúraria al rrLarLda±o de Zegalidad».

AsÍ las cosas, es nítido que la parte actora cuenta con los mecanismos

contemplados en el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso

Administrativo  para  ejercer  la  defensa  de  los  intereses  jurídicos  que

considere  violados,  vemos  que  la  Corte  Constitucional  en  atención  al

ordenamiento legal planteado  en el estatuto legal citado  expresa:  w/.../ co7i

ez ftn de ofrecer un sistema admiristra±i.vo que resporLda de mcLrLera i,dórLea

g  oportun,a a los requeri:miert±os  d,e l.os  ci:udadcmos,  todo  bajo l,cL l;uz de l,a
eficaáa, l,a econorTúa g l.a celericlad, erúre otros principios. . . ii.

Ciertamente,  el despacho no  soslaya que con los medios de control

se    contempla    la    solicitud    de    revocatoria    directa    de    los    actos
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administrativos  cuestionados,  regulada  por  los  artículos  93  a  97  del

Código de Procedimieni:o Administrativo (Ley 1437 de 2011), por otra parte

el  medio  de  control  nulidad y restablecimiento  del  derecho,  de  carácter

ordinario, la cual tiene un término de caducidad para su ejercicio, que se
cuenta a partir de la fecha de publicación,  notificación,  comunicación  o

ejecución   del   acto,   según   sea   el   caso.   En   ese   orden   de   ideas,   el

administrado  una  vez  enterado  de  la  actuación  puede  acudir  ante  la

jurisdicción de lo cont€mcioso administrativo y en ejercicio del mecanismo
de control referido solicitar inclusive la suspensión provisional de los actos

proferidos por el organismo de transito accionado.

Indudablemente,  el proceso contencioso  que se inicia en ese sentido

tiene la virtualidad no sólo de que su trámite se hace ante una autoridad

judicial que  se  caracte'riza por  su imparcialidad,  sino  que  en  su interior
existe   la  posibilidad   de   un   amplio   debate   probatorio,   en  la  cual   el

administrado tendrá la oportunidad de controvertir las actuaciones de la

hoy accionada.

Igualmente,  el cargo de tercero no tiene vocación de prosperidad,  en

razón que el accionante se queja de la omisión de pronunciamiento frente

a la solicitud de revalidación de la prórroga de las licencias urbanisticas,

dejándose  en el olvido  que  el propio  accionante  manifiesta que por esos

hechos presentaron ui]a acción de tutela del derecho de petición en contra

de las ALCALDÍAS DE ]3ARRANQUILLA Y PUERTO COLOMBIA, de mmera

que sí se queja en esta ]lnstancias por esQs hechos, se traduce en un evento
de   tutela,   lo   que   la  torna  improcedente   por  la  temeridad   acusada,

pudiéndose    exigir    éuite    el   juez    cognoscente    de    esa    tramitación
constitucional por el  derecho  de  petición,  por conducto  del incidente  de

desacato hacer valer esa prerrogativa de petición, que es ahora echada de

menos.

Ni  que  decir  del  icargo  cuarto  que  descansa  sobre  la  ausencia  de

pronunciamiento en torno a la buena fe,  confianza legitima, teoría de los
actos propios y la libe]-tad de  empresa, ya que la acusada inobservancia

de la subsidiariedad impide que se amparen dichos derechos.
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Lo anterior conforme a lo expuesto en providencia T-051  de 2016 con

ponencia del Magistrado Gabriel Mendoza Martelo que conceptuó:

(((...)    La    rLafi);ral,eza    juridica    de    l.a    resol:ución    mencionada

corresporLde a Za de un ac±o admlristra±ivo arii,cular or medio del,
cual, se crea urLa Si±uaciórL urídj,ca.
rLo  esté  confiorme

Por ende, cucmdo el perjudicado
con Za  sa,ncj,ón i,:muesta ez m,ecarrismo udj,cicll

rocederúe será ez rnedio de corL±rol, de nul;idad restablecj,miert±o

del    derec:ho ez    cual, ermi±e    resarcj.r    el.    daño     ccmsado

cadamerLÍ:e a urL derecho sub eüuo.

Debe terLerse en cuerúa que, urLo de l,os reqrisi±os para acu,dir al

medio de corúrol de rtLitidad g restcLbzecj,miert±o dez derecho es haber

in±erpuesto  l.os  recu,rsos  en  sede  admj,ristratiua,   sin  em,bargo,
cuarLd,o  rLo  se  h:ubi,esen resert±ad,o ue l,as  autorid,ades  rLo  l,o

erm;ttierorL rto   es osi,bl,e   exj,tr   ese   re uj,si:±o.    La

cación de los ac±os adr"ini,strafiuos ue los a
rLo      ±en crn    conocj,mierúo     de    los rorLuncj,a:m:ierúos     d,e     la

admi,iristraci.ón or erLáe constifil e urLa ba,rrera cLra el e ercickos

l,os  recursos roced,ert±es en  corLsecuencia cuando  Za

osi,cj,Ón  de  recursos  obedezca  a  Za de  rLotj,

osibl.e acceder al med,io de corúroz de rLuli,dad restabzecirTriert±o

d,el, derecho cLun cuci,ndo  rLo  se  hubiere  a otado  ese re ui,si±o  de

procedencj,a.

Por  ot:ro  l.ado tam,bi,én  resul:±aria osibl,e  sozici:±ar  l.a  revoca±oria

di,rec±a  del,  ac±o  ad,rriirristrativo or  medi,o  dez  cual.  se  i;m orLe  l,a

sanción ul,ada en el. Artícul.o 93 ui,ert±es de la Le 1437 de

2011...,,.

En conclusión, dichos instrumentos procesales son idóneos y eficaces

para alcanzar los propósitos planteados por la accionante, en cuanto a los
derechos  constitucionales  fundamentales  invocados  se  refiere,  máxime

cuando  en  la  situación  descrita  por  ella  no  se  vislumbra  la  posible

ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga viable la acción de tutela
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como  mecanismo  transitorio,  toda vez  que  la  correspondiente  multa no

puede considerarse en si misma un perjuicio irremediablel.

Colofón de todo ello, es que se confirmará la decisión atacada en este

embate impugnatorio,  en la cual declaró improcedente la presente acción

de  tutela,  atendiendo  al  carácter  subsidiario,  sumario  y  residual  de  la
acción constitucional.

Así  las   cosas,   el  JUZGADO   DIECISEIS   CIVIL  DEL  CIRCUITO   DE

BARRANQUILLA, administrando justicia en nombre de la República y por

autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMA:R  el  fállo  de  tutela  calendado  3 de junio  de  2022

proferidoporelJUZGADO   PROMISCUO       MUNICIPAL      DE      PUERTO
COLOMBIA, en atención a las razones expuestas en el presente proveído.

SEGUNDO: Notifiquese  esta  sentencia  a  las  partes  en  .la  forma  más

expedita,  comuníquese esta decisión al cz-qz¿o.

TERCERO: Dentro  del término legalmente establecido para ello,  remítase

el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFI UESE Y CUMPLASE

LA JUEZA

1  Corte  Constitucional.  Sentencia  T-115  del  12  de febrero  de  2004.
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